[image: image1.emf]División De Fiscalización Operativa y Evaluativa

Gerencia
[image: image2.png]COSTA RICA



División De Fiscalización Operativa y Evaluativa

Gerencia

DFOE-386
-6-




     03/12/2004


Al contestar refiérase 
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DFOE-386

Doctora

Yamileth González  García

Rectora

UNIVERSIDAD DE COSTA RICA

San Pedro de Montes de Oca

Estimado señor:

Asunto:  Atención de solicitud de autorización para continuar con el tratamiento contable-presupuestario de los ingresos denominados “Superávit del Vínculo Externo” y “Superávit de Compromisos”.

Nos referimos al oficio Nº R-4086-2004 de fecha 28 de julio de 2004, recibido en esta Contraloría General el 3 de agosto del mismo año, mediante el cual solicita autorización de este órgano contralor para continuar con el tratamiento contable-presupuestario que la Universidad de Costa Rica le da a los ingresos por concepto de “Superávit del Vínculo Externo” y “Superávit de Compromisos”.


Con el fin de responder lo solicitado, nos permitimos hacer una breve recopilación de los criterios que en distintas oportunidades hemos expresado sobre los alcances de la Ley de la Administración Financiera y Presupuestos Públicos, Nº 8131 del 18 de setiembre de 2001, específicamente en lo concerniente al artículo 6
  que establece la prohibición de financiar gastos corrientes con recursos de capital. 

 
Mediante el oficio Nº 2219 (FOE-ST-24) del 10 de marzo de 2003, remitido al señor José Andrés Masís Bermúdez, Director de la Oficina de Planificación de la Educación Superior, Consejo Nacional de Rectores, se externó ampliamente la posición de la Contraloría General de la República, en relación con la aplicación por parte de las universidades estatales de lo señalado en el artículo 6 de la Ley Nº 8131. En esa nota se indica lo siguiente:

“...Al respecto, no se comparte la interpretación tan restrictiva realizada por el CONARE para determinar que sólo les aplica el artículo 5 transcrito, ya que el legislador al establecer que las Universidades Estatales debían aplicar los principios no remitió a esa norma en particular, sino a todo el Titulo II, siendo lo procedente examinar todo ese Título, para valorar si se está en presencia o no de algún principio general, entendiendo por ello los fundamentos de carácter general que informan algunas normas e inspiran directa o indirectamente una serie de soluciones, por lo que pueden servir para promover y encauzar la aprobación de nuevas normas, orientar la interpretación de las existentes y resolver casos no previstos, dándole cohesión al ordenamiento técnico o jurídico según se trate./ En ese sentido, dentro de la misma LAFRPP existen normas que permiten realizar la afirmación anterior de que el Titulo II contempla varios principios presupuestarios más allá de los enunciados en su artículo 5. Por ejemplo, puede observarse lo establecido en el Transitorio V de esa Ley: /‘Para cumplir el principio presupuestario establecido en el Artículo 6 de la presente Ley , el Poder Ejecutivo dispondrá de un plazo de tres ejercicios económicos para tomar las medidas necesarias que permitan su cabal cumplimiento.’/ Si bien en dicha norma se alude al Poder Ejecutivo, en ella se determina que el artículo 6 de la LAFRPP, el cual se encuentra en su Titulo II, es un principio presupuestario, por lo que a pesar de no estar enunciado dentro del artículo quinto y al ser un principio presupuestario, también resultaría aplicable a las Universidades Estatales, de modo que no resulta procedente la interpretación tan restrictiva que el CONARE le ha dado al inciso d) del artículo primero de esta Ley...”


Mediante la Circular Nº 03924 (DFOE-106) del 21 de abril de 2004, “Sobre el financiamiento de gastos corrientes con ingresos de capital a partir del presupuesto del 2005, en el caso de entidades y órganos sujetos a la aprobación presupuestaria de la Contraloría General de la República” se les recordó la responsabilidad de la administración de establecer los mecanismos de control interno y de tomar las acciones pertinentes para cumplir con dicha norma.


El 11 de mayo de 2004, con el oficio Nº 4869 (FOE-EC-211) por solicitud expresa del Master Marco Tulio Fallas Díaz, Coordinador de la Comisión de Vicerrectores de Administración del Consejo Nacional de Rectores, se autorizó a las Universidades Estatales a implementar el nuevo “Clasificador Presupuestario de Ingresos del Sector Público”, para la formulación del plan-presupuesto del año 2005 y para la elaboración de los estados financieros y la liquidación presupuestaria al 31 de diciembre de 2004. En esa oportunidad esta Contraloría General señaló lo siguiente, en lo que interesa:

“Sobre el particular, es necesario que tomen en cuenta la Circular 3924 del 21 de abril de 2004 de esta Contraloría General, y las ‘Normas y criterios operativos para la utilización de los clasificadores presupuestarios del sector público’
 que en el punto 1.3, sobre las fuentes de recursos y su aplicación, señala: / ‘El clasificador presupuestario de ingresos del Sector Público, está conformado por ingresos corrientes, ingresos de capital y financiamiento. Los ingresos corrientes constituyen la fuente ordinaria de recursos presupuestarios, en tanto que los ingresos de capital y los provenientes del financiamiento son una fuente extraordinaria de recursos destinados a gastos de inversión. / En atención a un principio de sana administración financiera, la clase denominada ‘Financiamiento‘ tendrá el mismo tratamiento que los ingresos de capital, en cuanto a que no se pueden utilizar para financiar gastos corrientes, salvo autorización legal.”  


Por medio del oficio Nº 5538 (FOE-EC-228) del 24 de mayo de 2004, dirigido al Master Marco Tulio Fallas Díaz, Coordinador de la Comisión de Vicerrectores de Administración del Consejo Nacional de Rectores, se reiteró el criterio legal sobre la aplicabilidad a las Universidades Estatales del artículo 6 de la Ley Nº 8131. En esa oportunidad se indicó:

“...Así las cosas, resulta claro que los principios establecidos en el Título II de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos comprenden no sólo los enunciados en el artículo 5 de dicho cuerpo normativo sino otros, como el desarrollado en su numeral 6, lo cual se desprende de una interpretación integral y armónica de la Ley referida.” 


En razón de todo lo anterior, queda claro que la Universidad de Costa Rica  debe acatar e implementar lo señalado en el artículo 6 de la Ley de la Administración Financiera y Presupuestos Públicos, Nº 8131, a partir del plan-presupuesto para el ejercicio económico 2005.

Sobre los ingresos por concepto de “Superávit de Compromisos”.


Con respecto a los elementos inherentes a la Ley de la Contratación Administrativa, Nº 7494, artículos 8 y 37, según el criterio externado en su oficio, dicha normativa sustenta el tratamiento especial que la Universidad da a la utilización de los recursos del superávit en cuestión. 


Sobre el particular, en el artículo 5 de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, No. 8131, se establecen los principios presupuestarios que son de aplicación para las universidades estatales y, para el caso en estudio, debemos destacar el principio de anualidad, que señala que el “presupuesto regirá durante cada ejercicio económico que irá del 1 de enero al 31 de diciembre”, principio que la misma Constitución Política regula en el numeral 176 al señalar, en lo que interesa:

"El presupuesto ordinario de la República comprende todos los ingresos probables y todos los gastos autorizados, de la administración pública, durante el año económico" (el destacado es nuestro).

 
De esa forma se establece constitucional y legalmente la obligación de que el presupuesto de las instituciones públicas rija durante el año económico, lo cual exige a la vez que la Administración Activa diseñe, perfeccione y ajuste los procedimientos y rutinas con el fin de que se ejecute el presupuesto en su totalidad durante ese periodo, evitando la acumulación de sobrantes o superávit al final del ejercicio. 


Los superávit se han clasificado siempre como ingresos de capital y el nuevo  “Clasificador Presupuestario de los Ingresos del Sector Público” (Decreto Nº 31458-H publicado en el diario oficial La Gaceta Nº 223 del 19 de noviembre de 2003) mantiene dicha clasificación. Por lo tanto, la observancia de lo que manda el artículo 176 de la Constitución Política y el numeral 6 de la citada Ley No. 8131, es una sana política de administración financiera que exige financiar gastos corrientes con ingresos corrientes y además es un elemento de orden en el uso y asignación de los recursos institucionales. 


En razón de lo anterior, los procedimientos técnico presupuestarios para el manejo del superávit deben respetar los aspectos legales pertinentes, por lo que esa Universidad debe revisar el tratamiento contable-presupuestario de los ingresos por concepto de “Superávit de Compromisos” y efectuar los ajustes necesarios, por cuanto con esos recursos no podrán financiar gastos corrientes a partir del año 2005.

Sobre los ingresos por concepto de “Superávit del Vínculo Externo” 

 
En el oficio que nos ocupa (R-4086-2004) se señalan los siguientes aspectos que interesa destacar:

“...No obstante, las restricciones emanadas en el punto N° 1.3- de las ‘Normas y Criterios Operativos para la utilización de Clasificadores Presupuestarios del Sector Público’, referente al empleo de los recursos de la clase de ingresos denominada ‘Financiamiento’, impactan de manera perjudicial los recursos referentes a los ingresos denominados ‘Superávit del Vínculo Externo’ y ‘Superávit de Compromisos’, ambos pertenecientes a esa nueva clase de ingresos.

A efecto de dar una solución a la problemática encontrada, nos permitimos adjuntar el informe denominado ‘Clasificador de Ingresos del Sector Público: Impacto de Aplicabilidad sobre los Superávits del Vínculo Externo y de Compromisos de Presupuesto’, donde además se detallan los inconvenientes que en materia operativa representa el cambio para la Institución, indicamos los elementos inherentes a la ‘Ley de Promoción del Desarrollo Científico y Tecnológico’ y la ‘Ley de Contratación Administrativa’, que dan sustento al tratamiento especial que debe darse a la utilización de estos recursos, tomando en consideración su particular naturaleza...”. 


Además, en el referido Informe se indica que los recursos provenientes del “Vínculo Externo” han representado una fuente alternativa de recursos que se suman a los que transfiere el gobierno central y a otros que surgen de su actividad sustantiva. Adicionalmente se expresa que la Universidad ha definido los siguientes mecanismos especiales de administración: fondos restringidos, empresas auxiliares y cursos especiales, según detalle suministrado. Asimismo se señala que:

“...La particularidad de este tipo de ingresos con respecto de los recursos que percibe la Institución, es que los mismos autofinancian las actividades que los generan, razón por la cual se denominan ‘recursos de uso específico’”.


Adicionalmente en el Informe aportado por la Universidad se hace énfasis en la importancia de los “Recursos del Vínculo Externo” dentro del contexto nacional y universitario, en vista de que se les concibe como una fuente importante de financiamiento al reconocérseles como un factor de apoyo dentro del contexto de desarrollo universitario. 

Se indica además que para la integración de los recursos del vínculo externo al plan presupuesto de la institución, fue necesario establecer mecanismos que permitieran su adaptación a la estructura programática, pues por la naturaleza diferente de estos recursos, su utilización está condicionada al financiamiento específico de la actividad que los genera. Específicamente, se dice que cada proyecto constituye una actividad económica generadora tanto de ingresos como de gastos, donde la eficiencia económica es medida por la generación de flujos de efectivo positivos, capaces de cubrir el financiamiento de las actividades normales y la inversión necesaria para alcanzar el potencial de crecimiento y desarrollo deseado, dentro de un lapso razonable.

Se cita como antecedente el oficio N° 11578 del 7 de octubre de 1993,  mediante el cual esta Contraloría General avaló una propuesta para la integración de los recursos del vínculo externo a la estructura programática de la Universidad, tomando en cuenta los elementos críticos que exigían un tratamiento de orden especial, concordantes con su naturaleza y su administración eficiente.   

En relación con este asunto, es importante tener en cuenta que la Ley N° 7169 del 26 de junio de 1990, Ley de Desarrollo Científico y Tecnológico, habilita a las instituciones estatales de educación superior de nivel universitario para constituir fundaciones, en el entendido de que tal autorización se realiza con una finalidad específica, sea esta la facilitación de los procesos de venta de bienes y servicios cuyo resultado patrimonial se reinvierta en las actividades que los generaron.   Ello queda claramente establecido en la redacción de los artículos 94 y 95 del citado cuerpo legal: 

 “ARTICULO 94.- Las instituciones de educación superior universitaria estatal quedan habilitadas y autorizadas para la venta de bienes y servicios ligados a los proyectos de investigación, desarrollo tecnológico, consultorías y cursos especiales. Para mejorar y agilizar la venta de bienes y servicios, dichas instituciones también quedan habilitadas y autorizadas para crear fundaciones y empresas auxiliares.”  

  “ARTICULO 95.- Se deberá establecer un procedimiento para que los recursos recaudados por venta de servicios sean trasladados en forma ágil y efectiva a los propios entes de investigación que los generaron, con el propósito de asegurar la disponibilidad oportuna de estos fondos y la continuidad de las actividades científicas y tecnológicas. 

Cuando se trate de la venta de servicios en los centros universitarios, los fondos se invertirán según el criterio de las autoridades universitarias, sin detrimento alguno de la autonomía que los caracteriza.” 

Asimismo es importante resaltar que la referida normativa no autoriza a las universidades estatales a realizar una oferta comercial de bienes y servicios, sino únicamente a vender los primeros y a prestar los segundos, cuando deriven directamente de las actividades de investigación, desarrollo tecnológico, consultorías y cursos especiales, realizadas por dichas instituciones de cultura superior. 

El referido marco normativo regula entonces una actividad especial (venta de bienes y servicios) que produce recursos que poseen un fin específico: financiar las actividades científicas y tecnológicas que producen precisamente los bienes y servicios. 

Como se observa, se trata de una actividad cuya dinámica exige un manejo presupuestario especial que permita “asegurar la disponibilidad oportuna de estos fondos y la continuidad de las actividades científicas y tecnológicas”.  

Por su parte, el numeral 6 de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, N° 8131, dispone:

“...Financiamiento de gastos corrientes. / Para los efectos de una adecuada gestión financiera, no podrán financiarse gastos corrientes con ingresos de capital...”

Con base en las anteriores consideraciones, es criterio de esta Contraloría General que las regulaciones que contiene la  Ley N° 7169, relativas a la venta de bienes y servicios por parte de las instituciones de educación superior universitaria estatal, constituyen una normativa de carácter especial que conllevan un trato diferenciado con respecto a los fondos que manejan las entidades de educación superior universitaria estatal en materia presupuestaria, por lo que haciendo una interpretación armónica de dicha normativa frente a las regulaciones de la Ley de la Administración Financiera de la República, se concluye que la Ley N° 7169 prevalece sobre la ley general (Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos), amén de que los recursos que perciben esas instituciones por dicho concepto tienen un fin específico, cual es permitirle a dichas instituciones la realización de dicha actividad de manera ágil, y en tal sentido, no podrían verse afectados por el artículo 6 de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos. 

En razón de lo anterior, esta Contraloría General autoriza temporalmente a esa Universidad para que durante el año 2005 pueda continuar  con el  tratamiento contable-presupuestario que utiliza para los ingresos por concepto de “Superávit del Vínculo Externo”, mientras se analiza con mayor detenimiento el asunto  y se busca una solución definitiva a la situación.  Para ello es necesario que esa Universidad presente ante este órgano contralor, en el transcurso del primer semestre del año 2005, posibles alternativas de solución, en la medida de sus posibilidades técnico operativas.

Atentamente,

Lic. Walter Ramírez Ramírez




        Licda. Vilma Gamboa Bolaños

        Gerente de División
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ci: 
Dr. Jorge Badilla Pérez, Vicerrector de Administración
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Criterios y Pronunciamientos

� Ley Nº 8131, Artículo 6 - Financiamiento de gastos corrientes. Para los efectos de una adecuada gestión financiera, no podrán financiarse gastos corrientes con ingresos de capital. 


�Pueden ser consultadas en la página web del Ministerio de Hacienda a la dirección:


  www. hacienda.go.cr/presupuesto/clasificador.html
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